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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el Secretario de Salud Departamental de Risaralda, contra el fallo mediante el cual el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, concedió la tutela de los derechos fundamentales invocados por la actora en representación de su menor hijo Diomedes Rodríguez Peña.

ANTECEDENTES

Aseguró la actora que se encuentra inscrita junto con sus tres menores hijos en el ‘Sisben Nivel 2’ de esta ciudad, sin que a la fecha se les haya asignado una empresa que les preste los servicios de salud mediante el régimen subsidiado.
Señaló que su hijo Diomedes quien tiene 11 años de edad, presenta deficiencia en el habla y en su motricidad por lo que solicitó cita en el Hospital San Jorge de Pereira, donde luego de algunas valoraciones le ordenaron un examen denominado ‘cariotipo de alta resolución’ para determinar su enfermedad, pero allí le dijeron que no le daban autorización porque ninguna entidad de salud lo cubría y que ella debía asumir su costo, el que por su condición de madre soltera y dados sus escasos recursos, no puede cubrir, de manera que recurre a esta acción para que se amparen los derechos de su hijo.
SENTENCIA DE PRIMER GRADO

Una vez integrado en debida forma el contradictorio, el a quo luego de valorar los extremos de la relación jurídico procesal y examinar el caso concreto, encontró vulneración al derecho a la vida del menor Diomedes Rodríguez Peña, y la necesidad de su protección, de manera que se le debe brindar una rápida atención integral en salud acorde con los requerimientos y el cuadro clínico presentado.

Determinó también que por el nivel de complejidad del servicio requerido, el mismo debe ser prestado por la Secretaría Departamental de Salud de Risaralda, entidad contra la que impartió la orden de tutela para el cubrimiento integral de las necesidades que demande su tratamiento. Adicionalmente ordenó a la Secretaría de Salud y Seguridad Social del municipio de Pereira, proceder a asignar al menor protegido una empresa promotora de salud del régimen subsidiado.

IMPUGNACIÓN
El Secretario de Salud y Seguridad Social Municipal de Pereira, se alzó contra la decisión respecto de lo ordenado en el numeral 3º que le impuso la carga de asignar una EPS-S a impúber Diomedes Rodríguez, al indicar que para dicho trámite se requiere primero que la actora Carmenza Peña solicite la exclusión del menor aludido de la base de datos del Sisben nivel III que se registra en el municipio de Puerto Lleras Meta, razón para no haber sido incluido en el listado de elegibles para el régimen subsidiado, y en tal condición no cumple los requisitos previstos en el Acuerdo 415 de 2009 expedido por el Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud.
Por último indicó que se expidieron las comunicaciones pertinentes para dar cumplimiento al fallo, aunque pretende que se declare que esa Secretaría no ha quebrantado ni amenazado los derechos fundamentales de Diomedes Rodríguez y que se radique la exclusiva responsabilidad en la Secretaría de Salud Departamental, como también que se conmine a la representante del menor para que realicen las gestiones aludidas.
CONSIDERACIONES

1. Competencia:

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con el canon 86 de la Constitución Política, en armonía con  los artículos 32 del Decreto Legislativo 2591 de 1991 y 1º del Decreto Reglamentario 1382 de 2000. 

2. Problema jurídico planteado:

La Corporación decide si le asiste razón al impugnante, quien pretende se desvincule de esta acción a la Secretaría de Salud y Seguridad Social del municipio de Pereira, anteponiendo para ello una imposibilidad para cumplir con la carga impuesta en el fallo, al aducir el deber de cumplir con las directrices emanadas de las autoridades nacionales que regulan las políticas de salud.

SOLUCIÓN

Conforme con lo preceptuado por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona está facultada para promover acción de tutela ante los jueces, en cualquier momento y lugar, directamente o a través de representante, para la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.

El recurso que otorga competencia a esta Colegiatura para asumir el conocimiento de la acción, se concentra exclusivamente en la inconformidad frente a la orden impartida a la Secretaría de Salud Municipal de Pereira, para que asigne una empresa promotora de salud adscrita al régimen subsidiado que preste los servicios de salud al menor Diomedes Rodríguez Peña, cuyos derechos fundamentales se amparan, tarea esta otorgada en forma exclusiva a los entes municipales, acorde con la distribución de competencias conferidas por la Ley 715 de 2001.
Frente a la excusa planteada por el representante de la entidad impugnante, en el sentido de que el menor presenta una inscripción dentro del nivel III en el municipio de Puerto Lleras Meta, la Sala encuentra que ello no constituye un factor insalvable, toda vez que al momento en que se dispuso por el Gobierno Nacional el nuevo censo poblacional para determinar las condiciones socio-económicas de las personas que se encuentran en situación de desigualdad y vulnerabilidad, una vez consolidado, éste sustituye y deroga la anterior clasificación, luego es innegable que las condiciones económicas y sociales en las que se encontraban la accionante y su grupo familiar, han variado ostensiblemente.

Ese hecho fue constatado por el ente territorial de Pereira cuando elaboró el censo con la finalidad establecida por el plan de identificación y clasificación de los beneficiarios de programas sociales, agrupados dentro del nivel 2, tal como consta en el carné expedido a Diomedes Rodríguez Peña (ver folio 5).
Así las cosas, nada se opone a que la clasificación antes registrada en el municipio de Puerto Lleras, con ocasión de un nuevo proceso de evaluación se modifique para ingresar al grupo de beneficiarios de los programas sociales en Pereira, con los cuales accede entre otros, al régimen subsidiado en salud. Precisamente esta es una de las finalidades que justifican la realización de nuevas encuestas y visitas domiciliarias para postular o excluir a personas que ingresan o hacen parte del listado del programa del Gobierno Nacional identificado como ‘Sisben’.
De lo anterior se colige como atinado lo dispuesto por el operador judicial de primer grado frente a la obligación que asignó al ente municipal, porque esa es una de las funciones que le atribuye la ley y no puede sustraerse a su cumplimiento, ya que se trata de la protección de derechos inmersos en la Carta Política, cuya observancia está por encima de cualquier postulado legal o directiva emanada de autoridad administrativa del nivel central, máxime que de conformidad con el artículo 44 de la Norma Superior, los derechos de los niños son prevalentes frente a los de los demás.
Esto, por cuanto no es sensato para la administración pública anteponer ausencia en los requisitos de forma o la posible inobservancia de disposiciones contenidas en resoluciones y/o acuerdos de las entidades del Estado, ya que el objeto de estas medidas no es sacrificar el derecho sustancial –cuando ciertos eventos especiales no han sido previstos- so pretexto de incumplir algunas formalidades superables las cuales pueden subsanarse mediante la comunicación entre los entes territoriales.
No desconoce la Colegiatura que todo ciudadano tiene deberes y obligaciones por cumplir y que en efecto, la accionante Carmenza Peña Arce debe poner de su parte y hacer las gestiones tendientes a su desvinculación del censo en el municipio de Puerto Lleras, pero ello no implica que por tal motivo, la Secretaría de Salud y Seguridad Social de Pereira pueda sustraerse a la carga impuesta en el fallo, como tampoco resulta atinado disponer su desvinculación, porque la ley le impone ciertas cargas en esta como en otros asuntos inherentes a los habitantes de su municipio.
De manera que se instará a la ciudadana Carmenza Peña Arce, para que suscriba derecho de petición a través del cual solicite del municipio de Puerto Lleras Meta, la exclusión de la base de datos del ‘Sisben’, gestión que se realizará por intermedio de la Personería de este municipio, lo cual también debe hacer la Secretaría impugnante con el fin de evitar que ese grupo familiar aparezca registrado en dos lugares diferentes.
Por lo demás y dado que el fallo revisado se encuentra dentro de los parámetros determinados por la ley y la Carta Política, se le acompañará con la ratificación.

DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Dual de Decisión Penal, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución,

RESUELVE
PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, en cuanto fue materia de impugnación.

SEGUNDO: INSTAR a la señora Carmenza Peña Arce para que realice la gestión tendiente obtener la exclusión de su grupo familiar de la base de datos del ‘Sisben’ en el municipio de Puerto Lleras Meta.
TERCERO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

COPIÉSE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
LEONEL ROGELES MORENO                  JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado









             Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ        JAIRO ALBERTO LÓPEZ MORALES
Magistrado
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